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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la actora contra el fallo mediante el cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por la ciudadana María Danny Marulanda de Tabarquino.

ANTECEDENTES

Se adujo por la libelista que la tutela se interpone por cuanto es desplazada del municipio de Quinchía desde el año 2003 con su grupo familiar compuesto por ocho personas y se radicó en esta ciudad, en razón de lo cual le otorgaron un auxilio para vivienda, la que adquirió pero la misma está en obra negra  y el techo presenta malas condiciones, acudió a Acción Social el 30 de mayo pasado para solicitar un auxilio que le fue aprobado pero a la fecha no se lo han entregado y promueve la tutela para que se haga efectivo el pago de la ayuda humanitaria.

Admitida la demanda y comunicada a la accionada, ésta informó que la señora María Danny fue inscrita el 7 de marzo de 2003 con su grupo familiar compuesto por su esposo, cuatro hijos mayores de edad y tres nietos menores, y señala que conforme a solicitud del 30 de marzo pasado, se le asignó una prórroga de ayuda por $ 1’050.000, la que se encuentra pendiente por pago, que así mismo le fue entregado un subsidio para vivienda por $ 10’842.500, más otro aporte a través de familias en acción de $ 180.000.
Presentó también una sustentación jurídica acerca de las ayudas humanitarias de emergencia, su prórroga y el procedimiento que debe agotarse para ese evento, e indica que se debe tener en cuenta la anualidad del presupuesto, ante lo cual peticiona negar el amparo.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

La falladora de primer nivel negó el amparo implorado al concluir que la ayuda humanitaria de emergencia tiene como propósito esencial el de cubrir necesidades de alojamiento y alimentación, y que en este caso particular la actora solicita la misma para realizar arreglos a su vivienda, situación que no es determinante de un estado de vulnerabilidad, además de que no manifiesta estar en imposibilidad de autosostenerse.

Destaca que Acción Social no se ha mostrado ajena a su petición y en condiciones de equidad ha dispuesto la asignación de la ayuda económica, razón suficiente para no proceder el amparo de sus derechos al mínimo vital y a la dignidad reclamados.

IMPUGNACIÓN
La actora María Danny Marulanda al momento de recibir notificación personal de la decisión hizo manifestación escrita de impugnación, sin embargo transcurrido el término, no presentó los motivos de su disenso.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y primero del decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’ ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por la promotora de la tutela, de suerte que proceda la abrogación de la decisión, o si por el contrario, su proceder ha observado los parámetros constitucionales, en cuyo evento se dispondrá la ratificación de la determinación censurada.

SOLUCIÓN

La decisión en comento no accedió a la protección invocada al considerar que Acción Social no solo atendió su petición sino que dispuso la entrega de la ayuda implorada, la que tiene como destino reparaciones locativas a la vivienda adquirida con ocasión del subsidio que le fue suministrado y de otro lado, no se aprecia en la actora y su grupo familiar un estado de vulnerabilidad, por lo que no se están afectando sus derechos fundamentales.
No resulta afortunado que la señora Maríá Danny solo haya hecho manifestación de impugnación sin sustentar los motivos, aunque la Sala con su pensamiento garantista y en virtud de su facultad oficiosa, debe en punto de análisis auscultar los hechos expuestos en el libelo y pronunciarse de fondo respecto del fallo de primer grado.

Informa la actuación que la señora Marulanda de Tabarquino quien atendida su condición de desplazada concurrió nuevamente ante Acción Social con la finalidad de solicitar otra prórroga en la ayuda de emergencia porque su vivienda presenta averías en el techo, y necesita reparación ante lo cual se le destinó una ayuda económica pero a la fecha y luego de más de siete meses, aún no se le ha dado una solución efectiva a la apremiante situación.
La Colegiatura debe tener en cuenta el documento mediante el cual la entidad accionada suministró la información respecto de los registros que figuran allí acerca de la atención que se le ha suministrado a la actora. En primer lugar se destaca que fue inscrita el 7 de marzo de 2003 junto con un nutrido grupo familiar compuesto por su esposo, cuatro hijos -todos mayores de edad- y tres nietos aún menores; a quienes se les asignó y entregó un auxilio para vivienda en cuantía de $ 10’842.500, y además mediante el programa de familias en acción se le hizo un desembolso adicional por $ 180.000.

Con base en ese documento que proviene de servidor público, podemos concluir que a la señora María Danny y a su grupo familiar se les ha brindado la orientación y ayuda necesarias para su estabilización socio económica y además se advierte que todos sus hijos hoy por hoy son mayores de edad y tienen para con sus ascendientes obligación alimentaria que comprende todo lo necesario para su subsistencia.

No olvida la Colegiatura que cuando existe desplazamiento humanitario, se generan situaciones socio económicas que conducen al quebrantamiento de los derechos fundamentales, pero también se debe entender que cuando ese lamentable estado no resulta novedoso sino que viene de años atrás y que se ha prolongado en parte por la inactividad del propio afectado quien ha patrocinado ese estado de postración, corresponde a él mismo procurarse su autosostenimiento o por lo menos, acudir a quienes tienen el debe legal
 de hacerlo.

Los argumentos expuestos, permiten concluir que en el asunto sometido a valoración de la Sala no se conjugan los presupuestos suficientes para predicar que la vulneración de los derechos de la ciudadana María Danny Marulanda se ha perpetuado y tampoco que la no entrega inmediata de la ayuda solicitada pueda contribuir a la afectación de sus derechos fundamentales, porque como ya se ha advertido, la aquí demandada no ha sido indiferente a sus peticiones, toda vez que le ha suministrado ayuda en diversas ocasiones y en cuantías considerables como para poder superar la situación de impotencia que inicialmente denunció. Ahora lo pretendido no es la satisfacción de una necesidad básica urgente, de suerte que la decisión de primer grado deberá ser ratificada por estimarse ajustada a la Constitución y la ley.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

Primero: Confirmar el fallo de origen fecha y contenido indicados, en cuanto fue materia de impugnacióntal como quedu calidad de vidaados a estas personas que sin la menor duda son sujetos de especial proteccirega inmediata de la.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO         JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









    Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ    JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES 

Magistrado
 


               Secretario
� Artículo 251 Código Civil: “Cuidado y auxilio. Aunque la emancipación dé al hijo el derecho de obrar independientemente, queda siempre obligado a cuidar de los padres en su ancianidad, en el estado de demencia, y en todas las circunstancias de la vida en que necesitaren sus auxilios”.


Artículo 441 ibídem: De los alimentos que se deben por ley a ciertas personas. Titulares del derecho. Se deben alimentos: (…) 3. A los ascendientes (…)”.
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